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La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 29 de 
diciembre de 2010, ha examinado 
el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada a instancia de D. xxxxx, Dña. 
xxxxx1 y D. xxxxx2, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por unani-
midad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 El día 10 de noviembre de 2010 tuvo entrada en este Consejo Consultivo
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por D. 
xxxxx, Dña. xxxxx1 y D. xxxxx2, representados por D. yyyyy, debido a los 
daños sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 

 

 
 Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 16 de noviembre 
de 2010, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 1.438/2010, iniciándose el cómputo 
del plazo para la emisión del dictamen, previa ampliación de éste, tal como 
dispone el artículo 53 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. 
Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, correspondió su ponencia al 
Consejero Sr. Pérez Solano. 
 
 Primero.- El 22 de febrero de 2007 D. xxxxx, Dña. xxxxx1 y D. xxxxx2, 
representados por D. yyyyy, presentan en el Principado de Asturias una 
reclamación de responsabilidad patrimonial dirigida a la Junta de Castilla y 
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León, debido a los daños y perjuicios sufridos como consecuencia del accidente 
sufrido por la caída de una piedra en la vía por la que circulaban.  

 En su escrito se pone de manifiesto que el día 6 de octubre de 2006, 
Dña. xxxxx1 y D. xxxxx2 circulaban por la carretera xxxx con el vehículo 
matrícula xxxx (propiedad de D. xxxxx), cuando a la altura del kilómetro 2,100 
sufrieron un accidente de circulación como consecuencia de la caída de una 
piedra de gran tamaño sobre la calzada en el momento en que pasaba el 
vehículo. Tanto el vehículo como sus ocupantes sufrieron daños.  

 Acompaña a su escrito diligencia de conocimiento y comparecencia de la 
Guardia Civil en la que se recoge que personados en el lugar de los hechos, 
resultó que uno de los ocupantes del vehículo implicado resultó herido, siendo 
trasladado en ambulancia, que de la inspección ocular practicada el accidente 
se produjo por el choque con una piedra de grandes dimensiones, resultando 
daños de consideración en el vehículo implicado y que la piedra se partió en 
dos trozos, uno de ellos quedó en la parte del arcén izquierdo y el otro en la 
zona del vierteaguas del mismo margen.  

 Consta también la declaración de Dña. xxxxx1 en la que añade que era 
de día y llovía fuerte, e iba acompañada de otra persona. 

A juicio de la fuerza instructora el accidente se produjo por causa de 
fuerza mayor o caso fortuito, al caer súbitamente una piedra de gran tamaño 
sobre la calzada en el momento en que pasaba el vehículo. 

Previo requerimiento de subsanación, se presenta poder de 
representación. Asimismo cuantifica la reclamación de la forma siguiente: 

- Dña. xxxxx1 reclama 5.756,46 euros como importe de la 
indemnización. Como justificación de los daños adjunta parte de asistencia en 
el hhhhh, partes de alta/baja, informe valorativo, certificado de la aseguradora 
sobre el importe recibido por ésta (579,50 euros) y factura justificativa de los 
gastos médicos reclamados. 

- D. xxxxx2 reclama 17.017,04 euros y como justificación 
acompaña partes de asistencia en el hhhhh y en el hhhhh1 de xxxxx, partes de 
alta, informe valorativo y declaración responsable del perjudicado en la que 
manifiesta no haber sido indemnizado por razón del siniestro. 
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- Finalmente, el importe reclamado en nombre de D. xxxxx 

asciende a 7.551,36 euros, cantidad de justifica mediante copia de la factura de 
reparación del vehículo, permiso de circulación, tarjeta de inspección técnica, 
póliza del seguro y declaración responsable en la que afirma no haber recibido 
indemnización alguna por razón del siniestro.   

 
Segundo.- El 30 de mayo de 2008 el destacamento de Ponferrada de la 

Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil informa de que no se tiene constancia 
de más accidentes que pudieran haber ocurrido durante esas u otras fechas.  

 
Tercero.- El día 16 de junio de 2008 el Jefe de la Sección de 

Conservación y Explotación de Carreteras emite el siguiente informe: 
 

“1º. Que la carretera es de titularidad autonómica.  
 

»2º. Que los taludes de esa carretera son rocosos, de material 

suelto y tienen una pendiente elevada por lo que es inevitable la caída de 
piedras y material suelto en la calzada de la carretera.  

 

»Los desprendimientos son retirados por el personal de 

conservación de carreteras en cuanto se detectan o se recibe aviso de su 
existencia, no obstante, como no se dispone de un servicio de vigilancia de 
carreteras continuo y permanente (…), en el lapso de tiempo que transcurre 
hasta la limpieza de la calzada pueden ocurrir accidentes. No obstante existe 
señalización genérica de advertencia de peligro tipo P-26 (desprendimientos) en 
esa carretera y para ambos sentidos de circulación, en los p.k. (…). 
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»3º. Según el Reglamento General de Circulación (B.O.E. n° 27 de 

31 de enero de 1992). Art. 45. Adecuación de velocidad a las circunstancias. 
`Todo conductor está obligado a respetar los límites de velocidad establecidos, 
y a tener en cuenta además, sus propias condiciones físicas y psíquicas, las 
características y el estado de la vía, del vehículo y de su carga, las condiciones 
meteorológicas, ambientales y de circulación y en general, cuantas 
circunstancias concurran en cada momento, a fin de adecuar la velocidad de su 
vehículo a las mismas, de manera que siempre pueda detenerlo dentro de los 
límites de su campo de visión y ante cualquier obstáculo que pueda 
presentarse’.”. 
 

Cuarto.- El 17 de junio de 2008 el encargado del taller del parque de 
maquinaria de la Delegación Territorial informa de que los precios consignados 
en la factura se ajustan a los existentes en el mercado en dichas fechas. 
 

Quinto.- Consta en el expediente certificado de la Agencia Estatal de 
Meteorología sobre el nivel de precipitaciones caídas en el día del accidente. 

 
Sexto.- El 10 de noviembre de 2008 se concede trámite de audiencia a 

la parte interesada, a efectos de que formule las alegaciones y presente los 
documentos y justificaciones que estime oportunos, sin que ésta, durante el 
plazo concedido al efecto, haya presentado escrito de alegaciones o 
documentación alguna. 

 
 Séptimo.- El 16 de enero de 2008 (fecha que consta en el propio 
documento) se formula propuesta de resolución desestimatoria de la 
reclamación presentada. 
 

Octavo.- El 18 de octubre de 2010, la Asesoría Jurídica informa 
favorablemente la propuesta de resolución indicada. 

 
 

 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
 1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 
expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla A), apartado g), del 
Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por el que se 
determina el número, orden, composición y competencias de las Secciones. 
 
 2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 
artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 
 

Cabe no obstante poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 
desde que el interesado presenta la reclamación (22 de febrero de 2007) hasta 
que se formula la propuesta de resolución (en ella figura como fecha el 10 de 
enero de 2008, aunque debe entenderse, a la vista del expediente, que 
corresponde al año 2009) y, desde que se formula ésta hasta que se remite a 
este Consejo Consultivo. Esta circunstancia necesariamente ha de considerarse 
como una vulneración por parte de la Administración del artículo 12.b) del 
Estatuto de Autonomía de Castilla y León, que consagra el derecho de los 
ciudadanos a la resolución de los asuntos que les conciernan en un plazo 
razonable; e igualmente como una infracción de los principios y criterios que han 
de regir su actuación, recogidos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, como 
los de eficacia, celeridad, eficiencia y servicio a los ciudadanos, entre otros. 
 
 3ª.- Concurren en los interesados los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992, de 26 de noviembre. La 
competencia para resolver la presente reclamación corresponde al Consejero de 
Fomento de la Junta de Castilla y León, en virtud de lo dispuesto en el artículo 
82.2 de la Ley 2/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la 
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Comunidad de Castila y León, y del Decreto 93/1998, de 14 de mayo, por el 
que se desconcentran atribuciones de la Consejería de Fomento en los 
Delegados Territoriales de la Junta de Castilla y León. 
 
 Los interesados ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.  
 
 4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 
en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por 
toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 
 
 La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 
artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, a la que 
además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno 
y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada doctrina 
del Consejo de Estado así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
  a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 
individualizado en relación con una persona o grupo de personas.  
 
  b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la persona 
que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley. 
 
  c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o actividad en cuyo ámbito 
se produce el daño. 
 
  d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 
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  e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
  f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 
 
 5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de daños 
y perjuicios formulada por D. xxxxx, Dña. xxxxx1 y D. xxxxx2, representados 
por D. yyyyy, debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de 
la calzada. 
 
 Este Consejo Consultivo considera, al igual que los órganos que han 
informado a lo largo del procedimiento, que no existe responsabilidad por parte 
de la Comunidad Autónoma de Castilla y León por los daños causados. 
 

El necesario nexo causal que debe apreciarse para que pueda darse la 
responsabilidad patrimonial en estos casos es que el funcionamiento del servicio 
público opere, de forma mediata, como un nexo causal eficiente. 
  

Por tanto, el nexo causal ha de establecerse en estos supuestos con 
relación: 
 

 a) A una situación de inactividad, por omisión de la Administración 
titular de la explotación del servicio, de su obligación en el cumplimiento de los 
deberes de conservación y mantenimiento de los elementos de las carreteras a 
fin de mantenerlas útiles y libres de obstáculos en garantía de la seguridad del 
tráfico. 
 

 b) O bien, a una situación de ineficiencia administrativa, en la 
restauración de las condiciones de seguridad alteradas mediante la eliminación 
de la fuente de riesgo o, en su caso, mediante la instalación y conservación en 
la carretera de las adecuadas señales viales circunstanciales de advertencia del 
peligro que prescribe el artículo 57 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, texto articulado aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 339/1990, de 2 de marzo. 
 

A este efecto, el examen de la relación de causalidad entre el daño y la 
inactividad de la Administración en la prevención de situaciones de riesgo, ha 
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de dirigirse a dilucidar, como se señala en la Sentencia de la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo de 7 de octubre de 1997, “(…) si, dentro de las pautas de 
funcionamiento de la actividad de servicio público a su cargo, se incluye la 
actuación necesaria para evitar el menoscabo”. Asimismo, se aporta en la 
propia Sentencia el siguiente criterio metodológico: “(…) para sentar una 
conclusión en cada caso hay que atender no sólo al contenido de las 
obligaciones explícita o implícitamente impuestas a la Administración 
competente por las normas reguladoras del servicio, sino también a una 
valoración del rendimiento exigible en función del principio de eficacia que 
impone la Constitución Española a la actuación administrativa”. 

 
En consecuencia, en los supuestos de daños causados a los usuarios del 

servicio de carreteras por la presencia en la calzada de obstáculos con 
anterioridad al siniestro, es a la parte demandante a quien corresponde la carga 
de la prueba sobre las cuestiones de hecho determinantes de la existencia, de 
la antijuridicidad, del alcance y de la valoración económica de la lesión, así 
como del sustrato fáctico de la relación de causalidad que permita la imputación 
de la responsabilidad a la Administración. 
 

Por el contrario, corresponde a la Administración titular del servicio la 
prueba sobre la incidencia, como causa eficiente, de la acción de terceros, salvo 
en el supuesto de hecho notorio; en el caso de ser controvertido, también le 
corresponde a la Administración la acreditación de las circunstancias de hecho 
que definan el estándar de rendimiento ofrecido por el servicio público para 
evitar las situaciones de riesgo de lesión patrimonial a los usuarios del servicio 
derivadas de la acción de terceros y para reparar los efectos dañosos, en el 
caso de que se actúen tales situaciones de riesgo. 
 

Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por los 
reclamante y la regularidad formal de su petición, la única cuestión planteada 
consiste en establecer si el expresado daño fue o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, requisito indispensable 
para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la Administración, 
conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ya citada. 
 
 La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, la actuación del conductor del 
vehículo accidentado se adecuó a las normas que regulan la utilización de los 
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vehículos a motor en las vías públicas; y si la Administración, por su parte, 
cumplió con las normas que, en relación con la conservación y señalización de 
la vía, le resultan exigibles, de forma que el nexo causal se produjera, directa e 
inmediatamente, entre el funcionamiento del servicio y los daños producidos. 
 
 En concreto, el artículo 57 de la citada Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial dispone que “Corresponde al titular de la vía 
la responsabilidad del mantenimiento de la misma en las mejores condiciones 
posibles de seguridad para la circulación y la instalación y conservación en ella 
de las adecuadas señales y marcas viales. También corresponde al titular de la 
vía la autorización previa para la instalación en ella de otras señales de 
circulación. En caso de emergencia, los agentes de la autoridad podrán instalar 
señales circunstanciales sin autorización previa”. 
 

En el caso examinado el daño se produjo como consecuencia de la 
utilización de un servicio público por los ocupantes del vehículo, pues ha sido 
presuntamente ocasionado por el defectuoso funcionamiento del servicio de 
carreteras. En concreto, el accidente se produjo como consecuencia de la súbita 
caída de una piedra contra el vehículo, en un día de fuerte lluvia y sin que, a 
tenor del informe de la Guardia Civil se tenga constancia de más accidentes que 
pudieran haber ocurrido durante esa u otras fechas.   
 

Por ello es necesario analizar si existe o no funcionamiento normal o 
anormal de la Administración que haya incidido en la producción del daño; esto 
es, si se había hecho lo preciso para evitar accidentes mediante la puesta en 
funcionamiento de un servicio adecuado a las exigencias sociales y que, pese a 
ello, persistía el obstáculo, porque efectivamente no es exigible una prevención 
y eliminación instantánea. 
 

Procede analizar pues, como posible vía de responsabilidad de la 
Administración, la omisión de la vigilancia debida en la carretera. 
 

Es cometido del organismo correspondiente la vigilancia de las 
carreteras, para mantenerlas útiles y libres de obstáculos de todo tipo que 
impidan o dificulten su uso con las debidas garantías de seguridad. A pesar de 
esto, la naturaleza indicada del factor causante del accidente (la súbita caída de 
una piedra sobre el vehículo), hace que, por muy estricto concepto que se 
tenga de esa función de vigilancia, no quepa imputar a la Administración en el 
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presente caso incumplimiento o cumplimiento defectuoso de aquélla, por no 
eliminar perentoriamente una piedra que en un momento determinado se 
puede producir de forma tan repentina como impensable; a riesgo, en otro 
caso, de convertir a la Administración en aseguradora universal de todos los 
eventos dañosos que se puedan manifestar durante el funcionamiento normal 
del servicio público viario. 
 

Hay que resaltar que en ningún momento se hace constar que, en los 
días previos u horas inmediatamente anteriores al accidente, se hubiera 
acreditado la existencia de accidentes de estas características y que la carretera 
estaba señaliza por riesgo de derrumbes.  

 
En este sentido se ha pronunciado la Sentencia 26 de octubre de 2007, 

de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Valladolid del Tribunal Superior 
de Justicia, en la que se declara: “En la demanda se sostiene que el vehículo 
colisionó con una piedra que estaba en su carril de circulación, lo que debemos 
estimar acreditado a la vista del informe de la Guardia civil arriba reseñado. 
Ahora bien, en este singularísimo caso también hemos de considerar acreditada 
la extraordinaria proximidad temporal entre la presencia de la piedra en la 
calzada y la colisión, pues aunque en la demanda se alega que la piedra "al 
parecer cayó de la ladera", sin embargo en la denuncia presentada ante la 
Guardia Civil al día siguiente por la conductora ésta dijo que `pudo observar 
como caía una piedra, que supuestamente se había desprendido de la ladera, y 
sin tener tiempo para reaccionar colisionó con ella´. 

 
»Así las cosas, y siendo en cualquier caso evidente que la piedra 

ni cayó directamente sobre el vehículo ni llevaba tiempo en la calzada, sino que 
acababa de caer sobre la misma cuando el turismo llegó a su altura, 
colisionando contra ella, el recurso ha de correr suerte desestimatoria, pues 
aunque es cierto que con carácter general la Administración se encuentra 
obligada a la adecuada conservación de la carretera a tenor de lo establecido 
en el artículo 15 de la Ley 25/1988, de 29 de julio, de Carreteras , y artículos 
48.1 y 2 del (…) Reglamento General de Carreteras, existiendo por otro lado la 
obligación de que en la calzada no existan obstáculos, encontrándose recogido 
en el art. 57,1 (…)de la Ley sobre Tráfico, Circulación de vehículos a motor y 
Seguridad Vial, el principio de que se mantenga, en todo caso, expedita la 
calzada, así como el deber de la Administración de señalizar convenientemente 
la existencia de posibles obstáculos en la carretera que impidan o dificulten la 
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circulación de los vehículos que por ella discurran", y que en el presente caso 
debe afirmarse la existencia de una lesión sufrida por el demandante, sin 
embargo, debe asimismo afirmarse que tal daño no es antijurídico pues el 
riesgo inherente al funcionamiento del servicio público (conservación de la vía 
en condiciones de circulación de vehículos) no ha rebasado los límites 
impuestos por los estándares de seguridad jurídica exigibles conforme a la 
conciencia social. 

 
 »Y ello es así si tenemos presente que, tratándose de una vía 

pública -carretera de montaña- que no forma parte de la red principal, y aparte 
de la señalización de curvas peligrosas propia de la naturaleza de la vía en 
cuestión, existía una señalización específica de advertencia de peligro por 
desprendimientos, señalización que precisamente sirve de aviso para que el 
conductor modere la marcha al efecto de evitar posibles incidentes como el que 
aquí nos ocupa, debiendo entenderse pues que el factor único al que fue 
debido el resultado dañoso producido es la propia conducta del conductor, que 
llevaba una velocidad inadecuada por excesiva, llegando incluso a ver cómo 
caía la piedra hasta quedar en la calzada. No han de olvidarse los especiales 
deberes que pesan sobre los conductores a tenor de lo que se establece en el 
Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, circulación de vehículos a motor y 
seguridad vial (…) que establece un catalogo de normas de conducta y de 
deberes exigibles a los conductores, dirigidas a procurar una mayor seguridad a 
los usuarios de las vías públicas. De entre ellas cabe destacar, en lo que ahora 
interesa, el deber de conducir con la diligencia y precaución necesarias para 
evitar todo daño, propio o ajeno, (art. 9.2), el de estar en todo momento en 
condiciones de controlar los vehículos (art. 11.1), respetar los límites de 
velocidad establecidos y de tener en cuenta, además, las características y el 
estado de la vía, las condiciones meteorológicas, ambientales y de circulación y 
en general, cuantas circunstancias concurren en cada momento, a fin de 
adecuar la velocidad del vehículo a las mismas, de manera que siempre pueda 
detenerlo dentro de los límites de su campo de visión y ante cualquier 
obstáculo que pueda presentarse (art. 19.1)”. 
 

En consecuencia, en el supuesto analizado no cabe apreciar el nexo 
causal necesario entre los daños ocasionados y el funcionamiento del servicio 
público de carreteras, requisito imprescindible para estar en presencia del 
instituto de la responsabilidad patrimonial de la Administración. Por ello, la 
reclamación debe desestimarse. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 
 Procede dictar resolución desestimatoria en el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. xxxxx, Dña. xxxxx1 y D. xxxxx2, representados por D. yyyyy, 
debido a los daños sufridos en un accidente por el mal estado de la calzada. 
 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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